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∼La prejudicialidad penal en el ámbito laboral∽ 

I. CONTENIDO DEL ARTÍCULO 86 DE LA LEY DE LA JURISDICCIÓN SOCIAL 

El artículo 86 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Social, regula la prejudicial penal y 

social, y literalmente dicho artículo dice:   

“Artículo 86. Prejudicialidad penal y social” 

“1. En ningún caso se suspenderá el procedimiento por seguirse causa criminal sobre los hechos debatidos. 

2. En el supuesto de que fuese alegada por una de las partes la falsedad de un documento que pueda ser de 

notoria influencia en el pleito, porque no pueda prescindirse de la resolución de la causa criminal para la debida 

decisión o condicione directamente el contenido de ésta, continuará el acto de juicio hasta el final, y en el caso 

de que el juez o tribunal considere que el documento pudiera ser decisivo para resolver sobre el fondo del asunto, 

acordará la suspensión de las actuaciones posteriores y concederá un plazo de ocho días al interesado para que 

aporte el documento que acredite haber presentado la querella. La suspensión durará hasta que se dicte sentencia 

o auto de sobreseimiento en la causa criminal, hecho que deberá ser puesto en conocimiento del juez o tribunal 

por cualquiera de las partes. 

3. Si cualquier otra cuestión prejudicial penal diera lugar a sentencia absolutoria por inexistencia del hecho o por 

no haber participado el sujeto en el mismo, quedará abierta contra la sentencia dictada por el juez o Sala de lo 

Social la vía de la revisión regulada en la Ley de Enjuiciamiento Civil. 

4. La tramitación de otro procedimiento ante el orden social no dará lugar a la suspensión del proceso salvo en los 

supuestos previstos en la presente Ley, sin perjuicio de los efectos propios de la litispendencia cuando se aprecie 

la concurrencia de dicha situación procesal. No obstante, a solicitud de ambas partes, podrá suspenderse el 

procedimiento hasta que recaiga resolución firme en otro procedimiento distinto, cuando en éste deba resolverse 

la que constituya objeto principal del primer proceso.” 

 

II. ANÁLISIS JURISPRUDENCIAL DEL ARTÍCULO 86.2 DE LA LEY DE LA 

JURISDICCIÓN SOCIAL, SEGÚN LA SENTENCIA QUE A CONTINUACIÓN SE 

INDICA: 

Según la Sentencia Tribunal Superior de Justicia de La Rioja, (Sala de lo Social, Sección1ª), 

Sentencia núm. 47/2013 de 18 marzo. AS 2013\1994. En dicha sentencia se establece que el 

referido precepto impone, la suspensión del proceso cuando una de las partes alegue la falsedad de 

un documento que pueda ser de notoria influencia en el pleito. Significa o afronta por ello una 

cuestión de índole competencial al determinar de esta manera el órgano judicial competente para 

conocer de la cuestión a la que se refiere; y en consecuencia, perfila una cuestión de orden público 

procesal que resulta también indisponible para las partes del procedimiento.  

Se ordena así al juez la suspensión de las actuaciones para que, y concediendo al efecto un 

plazo de ocho días, se acredite por el interesado la presentación de la querella, en cuyo caso, y de 



acreditarse dicha interposición, la suspensión del proceso laboral durará hasta que concluya la causa 

criminal. 

Ha de tratarse o estarse, como puede verse, ante un documento que sea de notoria influencia 

en el pleito y que sea tachado de falso o no reconocido por la parte a la que afecta. Excluida la 

competencia del Juzgador de instancia y de cualquier otro del orden social que conozca en las 

sucesivas fases del proceso, no puede, insistimos, no podrá el mismo valorar o analizar la posible o 

discutida falsedad del documento en cuestión pues con tal proceder se estaría atribuyendo una 

función jurisdiccional que no le corresponde y a través de unos mecanismos procesales distintos de 

los previstos para dilucidar el hecho delictivo denunciado. O, y dicho en otros términos, el juez de 

lo social no puede entrar a calificar la falsedad de un documento de notoria influencia en el pleito y 

menos declararlo falso. 

III. ANÁLISIS JURISPRUDENCIAL DEL ARTÍCULO 86.3 DE LA LEY DE LA 

JURISDICCIÓN SOCIAL, SEGÚN LAS SENTENCIAS A LAS QUE SE HACE 

REFERENCIA A CONTINUACIÓN: 

Como establece la Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo Social, Sección 1ª), Sentencia 

de 9 abril 2013. RJ 2013\3653, al amparo de las previsiones del artículo  86.3 de la LRJS (RCL 

2011,1845), el cual dispone que: “Si cualquier otra cuestión prejudicial penal diera lugar a sentencia 

absolutoria por inexistencia del hecho o por no haber participado el sujeto en el mismo, quedará 

abierta contra la sentencia dictada por el Juez o Sala de lo Social la vía de la revisión regulada en la 

Ley de Enjuiciamiento Civil ( RCL 2000, 34 , 962 y RCL 2001, 1892)”. 

Esta Sala de lo Social del Tribunal Supremo ha tenido ocasión de pronunciarse sobre el 

alcance de tal norma en supuestos similares, en sentencias de 10 de diciembre de 2.002 (RJ 

2003,2609) (recurso 1108/2001), sentencias como las de 5 de mayo de 2003  (RJ 2003, 

5204)  (recurso 4/2002), en las que se contiene la doctrina general sobre el alcance del precepto. En 

ellas se afirma que para que tal precepto pueda resultar aplicable al caso concreto, no basta con que 

la sentencia de los Tribunales laborales presente contradicciones fácticas con una sentencia del 

orden jurisdiccional penal, dado que además de esa divergencia, es necesario que concurran los dos 

requisitos siguientes: 

1.- Que la sentencia penal sea absolutoria, y; 

2.- Que esa absolución se produzca por la inexistencia del hecho o que tenga su base en la no 

participación en él del sujeto interesado. Si estos dos requisitos no concurren, aunque las 



conclusiones fácticas de esas dos sentencias sean claramente divergentes, no es posible aplicar el 

art. 86.3 de la LJS. 

La justificación o razón que, fuera de los casos en que existe una sentencia absolutoria penal 

por las causas antes transcritas, encuentra la doctrina de esta Sala en la ausencia de esa causa de 

revisión se recoge en la doctrina de las SSTS antes citadas, en el sentido de que el único supuesto en 

que esa rescisión se puede producir, es en el caso determinado y específico que prevé el comentado 

art. 86.3, en "una interpretación literal y estricta del mismo, no siendo admisible, en forma alguna, 

la aplicación de criterios extensivos ni analógicos, lo que supone que la comentada causa de 

revisión únicamente puede considerarse existente cuando se cumplen de forma exacta y rigurosa los 

requisitos antes reseñados". 

Y se continúa diciendo en aquéllas SSTS que "... a este respecto se destaca que es razonable 

que la única posibilidad de que los efectos de la cosa juzgada de las sentencias laborales queden 

desvirtuados se limite a los estrictos y rígidos supuestos que fija el art. 86.3 citado, que requieren 

que en la causa penal se haya dictado sentencia declarando la inexistencia del hecho debatido o la 

no participación en él del interesado; no pudiéndose producir tal posibilidad por la simple 

circunstancia de que las conclusiones fácticas de la sentencia penal y de la laboral sean 

contradictorias, si no concurren los demás requisitos expresados. Si la mera contraposición entre los 

hechos de esas sentencias diese lugar a la revisión prevista en el art. 86.3 de la Ley de 

Procedimiento Laboral (RCL 1995, 1144 y 1563) no sólo quebrarían en el proceso social los 

importantes principios procesales y las garantías y seguridades antes citadas, resultando altamente 

dañada la santidad de la cosa juzgada de las sentencias recaídas en este orden jurisdiccional social, 

sino que además éste quedaría configurado como una estructura procesal subordinada y dependiente 

del proceso penal, lo cual no puede admitirse. Es más la posibilidad de practicar prueba que 

generase efectos en el juicio laboral resultaría ampliada, extendiéndose incluso a tiempos 

posteriores a la fecha de la sentencia, con sólo formular denuncia o querella que diese lugar a la 

incoación de un procedimiento penal sobre los hechos examinados en aquél; de este modo las partes 

intervinientes en el proceso laboral podrían valerse de este sistema, para subsanar o remediar 

defectos de alegación o de prueba en que incurrieron durante el trámite de tal proceso, lo cual 

carece totalmente de sentido y de base jurídica. 

Lo que disponen los términos literales y estrictos del art. 86.3, tiene justificación, toda vez que 

el proceso penal tiene por objeto la consecución de la verdad material y en cuya fase de instrucción 

o de diligencias previas la investigación sobre los hechos puede ser llevada a cabo de oficio por el 

Juez, no existiendo, en principio, limitación temporal en cuanto a su práctica, y por ello si en tal 



proceso se llega a la conclusión de que el hecho o hechos discutidos no han existido nunca o en 

ellos no participó el sujeto de que se trate, lógico es que tal conclusión de inexistencia o no 

participación sentada en el proceso penal prevalezca sobre la declaración de existencia o 

participación establecidas en el juicio laboral; esto es claro, por cuanto que si en el proceso en el 

que se puede desarrollar una investigación más amplia y completa se llega a la convicción de que 

los hechos no han existido, parece razonable abrir el cauce a la revisión de la sentencia recaída en el 

proceso laboral que afirmó la existencia de esos hechos, a pesar de tener éste un ámbito o fase 

probatoria más constreñida y estrecha que el proceso penal. Pero no debe suceder lo mismo en la 

situación contraria; es decir, no es lógico mantener esa misma prevalencia de la jurisdicción penal, 

en los casos en que la sentencia en ella dictada declare la existencia de un hecho o hechos, y en 

cambio la sentencia del orden social concluyó que no se habían demostrado los mismos.  

A este respecto, se debe tener en cuenta que esta deficiencia probatoria que se produjo en el 

proceso laboral en no pocas ocasiones puede ser debida a la propia actuación del litigante a quien 

tal deficiencia perjudique, pues dado lo que establece el art. 82.2 de la  Ley de Procedimiento 

Laboral  (RCL 1995, 1144, 1563)era él quien estaba obligado a aportar todos los medios probatorios 

que sirviesen de apoyo a su pretensión y además tal aportación tenía que haberse efectuado en el 

acto de juicio verbal que regulan los arts. 82 a 96 de dicha Ley . De ahí que una interpretación 

extensiva del art. 86.3 supondría contravenir los mandatos contenidos en estos preceptos 

reguladores del juicio verbal laboral y en especial de los art. 82-2 y 90 de la Ley Procesal laboral , 

así como también los arts. 282 , 440-1 y 443-4 de la  Ley de Enjuiciamiento Civil  (RCL 2000, 34, 

962 y RCL 2001, 1892)  ; además tal interpretación extensiva, como ya se apuntó anteriormente, 

implicaría dar la oportunidad al litigante poco diligente de subsanar los defectos probatorios 

cometidos por él en el proceso laboral, mediante el simple sistema de formular denuncia o querella 

criminal con respecto a los hechos debatidos en aquél, lo que a su vez equivaldría de hecho a una 

ampliación desmesurada del período hábil para practicar pruebas con posibilidad de producir 

efectos en relación con el litigio laboral; consecuencias todas éstas que se contraponen frontalmente 

a los fundamentales principios procesales a que antes se hizo alusión, así como a los principios de 

inmediación, concentración y celeridad que impone el art. 74-1 de la Ley de Procedimiento Laboral, 

disponiendo el n º 2 de este artículo que estos principios orientarán la interpretación y aplicación de 

las normas procesales propias de las modalidades procesales reguladas en la presente Ley. 

Es reiterada la jurisprudencia de esta Sala en interpretación del precepto procesal laboral 

referido, -- reflejada, entre otras, en las SSTS/IV  20-junio-1994  (RJ 1994, 5455)  (recurso 

1619/1993 ), 12-julio-1994 (recurso 2569/1993 ),  4-octubre  (RJ 1995, 7190) - (recurso 2792/1994 

),   7- mayo-1996  (RJ 1996, 4383)  (recurso 1393/1995 ),  13-febrero-1998  (RJ 1998, 
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1804)  (recurso 3231/1996 ), 27-mayo-1999 (recurso 298/1998 ) y  25-enero-1999  (RJ 1999, 

899)  (recurso 1138/1998 ) --, la de que los presupuestos para que la sentencia dictada en el proceso 

penal resolviendo la cuestión prejudicial de tal naturaleza, actúe como motivo de revisión de la 

sentencia laboral, que la sentencia absolutoria penal sea debida a " inexistencia del hecho o por no 

haber participado el sujeto en el mismo ", lo que no acontecía en los supuestos enjuiciados en las 

sentencias referidas, en los que la absolución no venía determinada por estas causas, sino 

concretamente por la inexistencia de prueba suficiente sobre los hechos imputados que generaban 

una absolución penal por aplicación, en suma, del principio de presunción de inocencia. 

Por ello, como se razonaba en las citadas sentencias SSTS/IV 13-febrero-1998 (recurso 

3231/1996 ) y 25-enero-1999 (recurso 1138/1998), " la valoración que de la prueba practicada 

realiza el Juez Penal en un proceso en el que rige el derecho fundamental a la presunción de 

inocencia para llegar a la conclusión de que no resulta probado, más allá de toda duda razonable, 

que el acusado cometiera el delito que se le imputa, no impide que el Juez del Orden Social de la 

Jurisdicción considere suficientemente acreditado - en uso y ejercicio de la potestad que le confiere 

el art. 97.2 LPL  ( RCL 1995, 1144 y 1563)   en orden a la valoración de la prueba - el 

incumplimiento contractual grave que justifica la procedencia del despido " y que " este sentido de 

independencia de uno y otro orden jurisdiccional, en orden a la valoración de la prueba - con los 

límites antes dichos de inexistencia del hecho o falta de participación del trabajador en el ilícito 

penal, en cuyas circunstancias prevalece o se impone la sentencia penal sobre la civil - ha sido 

proclamado en doctrina constante de este Tribunal Supremo - entre otras, sentencias de 15-junio-

1992 , y 20-junio- 1994 -, y ello, en cuanto -  sentencias del Tribunal Constitucional 24/1983 de 23-

febrero  (RTC 1983, 24)  ,  36/1985 de 8-marzo  ( RTC 1985, 36 )   y  62/1984  (RTC 1984, 62)  de 

2- mayo - 'la jurisdicción penal y laboral operan sobre culpas distintas y no manejan de idéntica 

forma el material probatorio para enjuiciar en ocasiones una misma conducta'.  

En otro orden de cosas, tampoco existe violación del principio de presunción de inocencia, 

dado que, como ha reiterado el Tribunal Constitucional, rectificando su inicial jurisprudencia - entre 

otras,  STC 18-marzo-1992  (RTC 1992, 30)  - la presunción de inocencia es de aplicación exclusiva 

en el ámbito del proceso penal, y ello porque ”de un lado”, el despido no es más que una resolución 

contractual, y, por tanto, no conlleva la aplicación del derecho penal y, “de otro”, en que la 

consideración por los Tribunales Laborales de que una conducta implica incumplimiento 

contractual, no incluye un juicio sobre la culpabilidad o inocencia del recurrente". 

La expuesta doctrina jurisprudencial, se ha reiterado en numerosas sentencias posteriores de 

esta Sala de casación, interpretando en igual sentido el art. 86.3 de la LPL , entre otras, las 
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SSTS/IV  28-diciembre-1999  (RJ 2000, 567)  (recurso 3378/1998 ), 2-noviembre- 2000 (recurso 

305/2000 ), 25-abril-2000 (recurso 2236/1999 ), 18-enero-2002 (recurso 3435/2000 ),  27-

noviembre-2002  (RJ 2003, 1930)  (recurso 14/2002 ), 10-diciembre-2002 (recurso 1108/2001 ),  6-

noviembre-2003  (RJ 2004, 503)  (recurso 45/2002 ), 25-febrero-2004  (RJ 2004, 2902)  (recurso 

25/2002 ), 26- marzo-2004 (recurso 36/2003 ), 5-abril-2005 (recurso 22/2004 ),  31-enero-2006  (RJ 

2006, 4354) (recurso 44/2004 -sobreseimiento provisional ), 26- julio-2006 (recurso 41/2004 -auto 

de sobreseimiento provisional ),  7-febrero-2007  (RJ 2007, 2482)  (recurso 19/2005 -archivo por 

falta relevancia penal de los hechos), 4-diciembre-2007 (recurso 8/2006),  7-octubre-2008  (RJ 

2008, 8243)  (recurso 7/2007) y  20-abril-2009   (RJ 2009, 3832) (recurso 1/2008), argumentándose, 

además, en estas últimas en orden la valoración de los hechos en una y otra jurisdicción que: 

"Esta valoración diferente de los hechos podría encontrar explicación y justificación, 

alternativa o cumulativamente, en la distinta actividad probatoria desplegada en uno y otro orden 

jurisdiccional, o en el distinto grado de convicción judicial que exige la condena en el orden penal, 

en el que hay que atenerse a principios, como la “presunción de inocencia” y el “in dubio pro reo”, 

que no son de aplicación en la calificación de las conductas de incumplimiento del trabajador de sus 

obligaciones laborales". 

Como bien señala la Sentencia núm. 258/2016 de 31 marzo. RJ 2016\1843, del Tribunal 

Supremo (Sala de lo Social, Sección1ª), en relación al artículo 86.3 LRJS, y que recoge la Sentencia 

de esta Sala, de fecha 9 de abril de 2013, (demanda de revisión 19/2012) (RJ 2013, 3653), en 

aplicación del repetido artículo 86.3 de la  LRJS (RCL 2011, 1845) -precepto e igual contenido de 

la  LPL (RCL 1995, 1144 y 1563) - recuerda que: 

"Es reiterada jurisprudencia de esta Sala en interpretación del precepto procesal laboral 

referido, -- reflejada, entre otras, en las SSTS/IV 20-junio-1993 (recurso 1619/1993 )  (RJ 1994, 

5455) , 12-julio-1994 (recurso 2569/1993 ), 4-octubre- (recurso 2792/1994 ), 7-mayo-1996 (recurso 

1393/1995 ), 13-febrero-1998 (recurso 3231/1996 ), 27-mayo-1999 (recurso 298/1998 ) y  25-

enero-1999 (recurso 1138/1998 )   (RJ 1999, 899) --, la de que los presupuestos para que la 

sentencia dictada en el proceso penal resolviendo la cuestión prejudicial de tal naturaleza, actúe 

como motivo de revisión de la sentencia laboral, que la sentencia absolutoria penal sea debida a 

" inexistencia del hecho o por no haber participado el sujeto en el mismo ", lo que no acontecía en 

los supuestos enjuiciados en las sentencias referidas, en los que la absolución no venía determinada 

por estas causas, sino concretamente por la inexistencia de prueba suficiente sobre los hechos 

imputados que generaban una absolución penal por aplicación, en suma, del principio de presunción 

de inocencia. 
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Por ello, como se razonaba en las citadas sentencias  SSTS/IV 13-febrero-1998 (recurso 

3231/1996 )  (RJ 1998, 1804)  y 25-enero-1999 (recurso 1138/1998), "la valoración que de la 

prueba practicada realiza el Juez Penal en un proceso en el que rige el derecho fundamental a la 

presunción de inocencia para llegar a la conclusión de que no resulta probado, más allá de toda duda 

razonable, que el acusado cometiera el delito que se le imputa, no impide que el Juez del Orden 

Social de la Jurisdicción considere suficientemente acreditado - en uso y ejercicio de la potestad que 

le confiere el art. 97.2 LPL  (RCL 1995, 1144 y 1563) en orden a la valoración de la prueba - el 

incumplimiento contractual grave que justifica la procedencia del despido " y que " este sentido de 

independencia de uno y otro orden jurisdiccional, en orden a la valoración de la prueba - con los 

límites antes dichos de inexistencia del hecho o falta de participación del trabajador en el ilícito 

penal, en cuyas circunstancias prevalece o se impone la sentencia penal sobre la civil - ha sido 

proclamado en doctrina constante de este  Tribunal Supremo - entre otras, sentencias de 15-junio-

1992  (RJ 1992, 4575)  , y 20-junio- 1994 -, y ello, en cuanto -  sentencias del Tribunal 

Constitucional 24/1983 de 23-febrero  (RTC 1983, 24)  ,  36/1985 de 8-marzo  (RTC 1985, 

36)  y 62/1984 de 2- mayo - 'la jurisdicción penal y laboral operan sobre culpas distintas y no 

manejan de idéntica forma el material probatorio para enjuiciar en ocasiones una misma conducta'. 

Tampoco existe violación del principio de presunción de inocencia, dado que, como ha reiterado el 

Tribunal Constitucional, rectificando su inicial jurisprudencia - entre otras, STC 18-marzo-1992 - la 

presunción de inocencia es de aplicación exclusiva en el ámbito del proceso penal, y ello porque 'de 

un lado, el despido no es más que una resolución contractual, y por tanto, no conlleva la aplicación 

del derecho penal y, de otro, en que la consideración por los Tribunales Laborales de que una 

conducta implica incumplimiento contractual, no incluye un juicio sobre la culpabilidad o inocencia 

del recurrente". 

La expuesta doctrina jurisprudencial se ha reiterado en numerosas sentencias posteriores de 

esta Sala de casación, interpretando en igual sentido el art. 86.3  de la LPL (RCL 1995, 1144 y 

1563), entre otras, las  SSTS/IV 28-diciembre-1999 (recurso 3378/1998 )  (RJ 2000, 567) , 2-

noviembre- 2000 (recurso 305/2000 ), 25-abril-2000 (recurso 2236/1999 ), 18-enero-2002 (recurso 

3435/2000 ), 27-noviembre-2002 (recurso 14/2002 ), 10-diciembre-2002 (recurso 1108/2001 ), 6-

noviembre-2003 (recurso 45/2002 ), 25-febrero-2004 (recurso 25/2002 ), 26- marzo-2004 (recurso 

36/2003 ), 5-abril-2005 (recurso 22/2004 ), 31-enero-2006 (recurso 44/2004 -sobreseimiento 

provisional ), 26- julio-2006 (recurso 41/2004 -auto de sobreseimiento provisional ), 7-febrero-2007 

(recurso 19/2005 -archivo por falta relevancia penal de los hechos), 4-diciembre-2007 (recurso 

8/2006), 7-octubre-2008 (recurso 7/2007) y 20-abril-2009 (recurso 1/2008)  (RJ 2009, 3832) , 

argumentándose, además, en estas últimas en orden la valoración de los hechos en una y otra 
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jurisdicción que " Esta valoración diferente de los hechos podría encontrar explicación y 

justificación, alternativa o cumulativamente, en la distinta actividad probatoria desplegada en uno y 

otro orden jurisdiccional, o en el distinto grado de convicción judicial que exige la condena en el 

orden penal, en el que hay que atenerse a principios, como la presunción de inocencia y el “in dubio 

pro reo”, que no son de aplicación en la calificación de las conductas de incumplimiento del 

trabajador de sus obligaciones laborales". 

Esta doctrina, que ha sido ratificada en las sentencias más recientes de esta Sala de 10-06-

2014 (demanda revisión 19/2013 ) y 11-11-2014 (demanda revisión 6/2014 )  (RJ 2014, 5896) , 

impone la desestimación de la revisión que se insta, ya que como ha quedado expuesto, el Juzgado 

de lo Penal no excluyó la existencia de los hechos objeto de enjuiciamiento, ni declaró la no 

participación en los referidos hechos de los acusados, entre ellos la trabajadora demandante, sino 

que fue la falta de prueba concluyente sobre la autoría de los hechos, lo que condujo esencialmente 

al órgano penal -por aplicación del principio de presunción de inocencia-, a la absolución de la hoy 

demandante. 

Todo lo expuesto con anterioridad, es ratificado por la Sentencia núm. 426/2016, de 13 de 

mayo. RJ. 2016/2765  del Tribunal Supremo (Sala de lo Social, Sección1ª). En dicha sentencia La 

referencia al art. 236.1 de la  LRJS .  (RCL 2011, 1845) , que a su vez se refiere al 86.3 de la misma 

se fundamenta en que ha recaído una sentencia penal absolutoria respecto de los mismos hechos que 

dieron lugar al despido. 

En efecto, la sentencia penal que absuelve al demandante basa la absolución en no haber 

quedado debidamente acreditados los hechos que conforman el tipo penal por el que se le imputaba, 

es decir, en la presunción de inocencia, pero el art. 86 LRJS habla de "sentencia absolutoria por 

inexistencia del hecho o por no haber participado el sujeto en el mismo". 

Así lo tiene declarado esta Sala reiteradamente, bastando reproducir en términos literales 

nuestra  sentencia de 27/09/2013  (RJ 2013, 7659)  (Demanda de Revisión 30/12 ) que en un caso 

en todo semejante al actual, dice así: 

"Pues bien, como ya hemos señalado en numerosas resoluciones (recientemente en el  auto de 

2/1/2012 -revisión nº 16/11  (JUR 2012, 21381) -) "El art. 86-3 de la LPL (RCL 1995, 1144 y 

1563) da pie a la revisión cuando recaen sentencias absolutorias por inexistencia del hecho o por no 

haber participado el sujeto en el mismo, pero estos pronunciamientos no se contienen en el auto de 

sobreseimiento provisional. Por ello, este documento no es útil, ni decisivo, para fundar la revisión, 

como tiene declarado esta Sala, incluso en supuestos de sentencias penales absolutorias por falta de 
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prueba, por aplicarse la presunción de inocencia. En este sentido, en nuestra  sentencia de 25 de 

febrero de 2004  (RJ 2004, 2902)  (Rec. 25/2002 ) sentamos la doctrina que aquí se reitera: "la 

mencionada sentencia no es hábil para abrir el cauce de la revisión, de acuerdo con la jurisprudencia 

de esta Sala (Ss. de  13-2-98  (RJ 1998, 1804)  (rec. 3231/96),  25-1-99  (RJ 1999, 899)  (rec. 

1138/98) y  10-12-02  (RJ 2003, 2609)  (rec. 1108/01) entre las mas recientes) por las razones que 

pasamos a exponer: "Los presupuestos para que la sentencia dictada en el proceso penal resolviendo 

la cuestión prejudicial de tal naturaleza, actúe como motivo de revisión de la sentencia laboral, son, 

según prevé el art. 86.3 LPL  (RCL 1995, 1144, 1563)  , que la sentencia absolutoria penal sea 

debida a "inexistencia de hecho o por haber participado el sujeto en el mismo", lo que no acontece 

en el presente caso, en que ésta no vino determinada por dichas causas, sino por inexistencia de 

prueba suficiente sobre los hechos imputados; en definitiva, que la absolución penal se debió a la 

aplicación del principio de presunción de inocencia". 

"Por ello, como se razona en la citada  sentencia de 13-2-1998  (RJ 1998, 1804) , la 

valoración que de la prueba practicada realiza el Juez Penal en un proceso en el que rige el derecho 

fundamental a la presunción de inocencia para llegar a la conclusión de que no resulta probado, más 

allá de toda duda razonable, que el acusado cometiera el delito que se le imputa, no impide que el 

Juez del Orden Social de la Jurisdicción considere suficientemente acreditado -en uso y ejercicio de 

la potestad que le confiere el art. 97.2LPL en orden a la valoración de la prueba- el incumplimiento 

contractual grave que justifica la procedencia del despido"; y que "este sentido de independencia de 

uno y otro orden jurisdiccional, en relación con la valoración de la prueba -con los límites antes 

dichos de inexistencia del hecho o falta de participación del trabajador en el ilícito penal, en cuyas 

circunstancias prevalece o se impone la sentencia penal sobre la civil- ha sido proclamando en 

doctrina constante de este  Tribunal Supremo (sentencias de 15 de junio de 1992  (RJ 1992, 

4575)  (rec.442/91 ), y de  20 de junio de 1994  (RJ 1994, 5455)  (rec. 1619/1993 ) entre otras); y 

ello, por cuanto, como señala el  Tribunal Constitucional en sus sentencias 24/1983 de 23 de 

febrero  (RTC 1983, 24)  ,  36/1985 de 8 de marzo  (RTC 1985, 36)  y  62/1984 de 2 de mayo  (RTC 

1984, 62)  "la jurisdicción penal y laboral operan sobre culpas distintas y no manejan de idéntica 

forma el material probatorio para enjuiciar en ocasiones una misma conducta". 

"Tampoco por ello se viola el principio de presunción de inocencia, dado que, como ha 

reiterado el  Tribunal Constitucional -entre otras, SSTC 30/1992 de 18 de marzo  (RTC 1992, 30)  - 

"el despido no es más que una resolución contractual, y por tanto no conlleva la aplicación del 

derecho penal", de modo que la consideración por los Tribunales Laborales de que una conducta 

implica incumplimiento contractual, "no incluye un juicio sobre la culpabilidad o inocencia del 

recurrente"." 
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"Consecuentemente, como la sentencia absolutoria no declara la inexistencia del hecho, ni la 

no participación del recurrente en el mismo, cual requiere el art. 86-3 de la LPL , sino que se funda 

en la falta de prueba concluyente sobre el modo y autoría, de los hechos, insuficiente para desvirtuar 

el principio de presunción de inocencia, es claro que no puede fundar la revisión interesada máxime 

cuando en el ámbito del contrato de trabajo la calificación de un hecho como constitutivo de un 

incumplimiento contractual se regula por normas distintas de las que contemplan la calificación de 

los delitos, siendo de aplicar también diferentes conceptos de culpa". 

IV. CONCLUSIONES FINALES EN RELACIÓN AL ARTÍCULO 86 DE LA LRJS. 

Teniendo en cuenta todo lo anterior, y el tenor literal del artículo 86 de la LRJS, y las 

sentencias del Tribunal Supremo anteriormente mencionadas queda claro lo siguiente: 

1. En ningún caso se suspenderá el procedimiento por seguirse causa criminal sobre los 

hechos debatidos. 

2. En el supuesto de que fuese alegada por una de las partes la falsedad de un documento que 

pueda ser de notoria influencia en el pleito, continuará el acto de juicio hasta el final, y el juez 

acordará la suspensión de las actuaciones posteriores y concederá un plazo de ocho días al 

interesado para que aporte el documento que acredite haber presentado la querella. La suspensión 

durará hasta que se dicte sentencia o auto de sobreseimiento en la causa criminal, hecho que deberá 

ser puesto en conocimiento del juez. 

3. Si cualquier otra cuestión prejudicial penal diera lugar a sentencia absolutoria por 

inexistencia del hecho o por no haber participado el sujeto en el mismo, quedará abierta contra la 

sentencia dictada por el juez o Sala de lo Social la vía de la revisión regulada en la Ley de 

Enjuiciamiento Civil. 

4. La tramitación de otro procedimiento ante el orden social no dará lugar a la suspensión del 

proceso salvo en los supuestos previstos en la presente Ley, sin perjuicio de los efectos propios de la 

litispendencia cuando se aprecie la concurrencia de dicha situación procesal. No obstante, a 

solicitud de ambas partes, podrá suspenderse el procedimiento hasta que recaiga resolución firme en 

otro procedimiento distinto, cuando en éste deba resolverse la que constituya objeto principal del 

primer proceso.” 


